Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 14 minutos) 


La Comisión da la bienvenida y agradece la presencia del señor Subsecretario de Industria, 
Energía y Minería, ingeniero Martín Ponce de León, del Director Nacional de Energía, Gerardo Triunfo, 
y de los asesores de la Dirección, economista Daniel Larrosa, ingeniera agrónoma Olga Otegui e 
ingeniero Alejandro Gutiérrez. 


Queremos escuchar su opinión acerca del proyecto de ley “Agrocombustibles. Fomento y 
Regularización de su Producción, Comercialización y Utilización”, enviado por el Poder Ejecutivo. 


Atal efecto, tiene la palabra el señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Antes que nada, queremos hacerles entrega del Balance Energético 
2005 que acaba de completarse y que, a nuestro juicio, es un informe importante para realizar el 
análisis en lo relativo a los temas energéticos. 


Por otra parte, deseamos destacar que desde el comienzo de nuestra actividad en la Cartera 
con el señor Ministro Jorge Lepra, con el Director Nacional de Energía, ingeniero Triunfo y con todo el 
equipo de colaboradores, uno de los temas en los que con más intensidad se ha trabajado es el que 
tiene que ver con el concepto de energías renovables en general y, en particular, con los 
agrocombustibles. En el tema de los biocarburantes -como también se les dice-, se constituyó una 
Comisión con participación de los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Economía y 
Finanzas y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de la Universidad de la República 
y, por supuesto, de ANCAP, así como también del conjunto de las instituciones que pueden tener que 
ver con este asunto. Asimismo, se intercambió experiencias con las Intendencias del interior y, en 
algunos casos, con sectores de la actividad privada. 


Creo que es importante señalar que no se entendería este proyecto de ley si no se hubiera 
completado la norma nacional sobre biocomubustibles, en la que trabajó intensamente el Instituto 
Uruguayo de Normas Técnicas con activa participación no sólo del Ministerio, sino también del 
conjunto de otras entidades involucradas. Hoy el Uruguay tiene una norma técnica -este tema no es 
nada menor- y bajo el rubro biodiesel se puede estar hablando de una cantidad de productos con 
características muy distintas. Todos vivimos la experiencia de que cuando uno va con el auto a una 
estación de servicio, distingue perfectamente la sutileza entre las naftas 95 ó 97; en cambio, biodiesel 
es un tema sobre el que, hasta ahora, se venía hablando en paquete. Incluso la ley que me tocó votar 
en la Legislatura pasada, es absolutamente genérica, diría programática, con lo positivo que tiene una 
ley de este tipo -y por eso la apoyamos-, pero también con las limitaciones que ello significa. 


En primer lugar, había que elaborar -y así se hizo- una norma técnica. Si vamos a establecer 
que en los combustibles van a empezar a agregarse elementos hasta ahora no incluidos -este es uno 
de los temas que se propone en este proyecto de ley-, sus especificaciones técnicas tienen que ser 
absolutamente precisas; de lo contrario, aunque los motores funcionen, podemos estar afectando su 
vida útil o diversos elementos que tienen que ver con el transcurso de ese tiempo. 


Luego de establecer la norma técnica, es imprescindible contar con una norma legal. Todos 
los países, en el tema de los combustibles -no sólo el Uruguay-, por razones obvias, tienen sistemas 
muy controlados. Cuando la gente va a una estación de servicio a cargar combustible, no tiene forma 
de establecer un control y, por lo tanto, el Estado tiene un fuerte rol con relación a la defensa del 
consumidor en materia de control de la calidad del producto Es obvio que el sistema de tarifas también 
tiene un gran componente de participación estatal. En general, con relación a los productos con 
características de combustible, los países se reservan potestades -incluso para el comercio 
internacional- que no tienen respecto de otro tipo de bienes, y es así que habitualmente se requieren 
autorizaciones de las respectivas entidades del ámbito de la energía, ya se trate de un energético fluido 
eléctrico, de un combustible gaseoso o de un combustible líquido. Todo esto lleva a que en el área de 
los combustibles, la parte normativa sea muy importante, más allá de que en el país ya existe una 


fuerte normativa sobre el tema, sobre todo en lo que tiene que ver con ANCAP y con los organismos 
reguladores. 


Entiendo que es conveniente que una habilitación y un cambio de criterio no se resuelvan a 
través de una resolución administrativa sino de una ley, con la fuerza que ella supone. Cuando aquí 
hablamos de biocombustibles, estamos aludiendo a cambios que pueden ser significativos en el área 
económica del país, tanto en el sector agropecuario como en el industrial. Entonces, es razonable que 
haya una adecuada combinación, pero que incluya reglas que tengan la estabilidad de la ley, más allá 
de que como se trata de incursionar en temas que para el país son nuevos -aunque no a nivel 
internacional-, en muchos casos aparecen estimaciones, autorizaciones, fechas que luego son 
moduladas por el Poder Ejecutivo; se establece “hasta tal porcentaje”, etcétera. De modo que como 
hay decisiones de actores privados, habrá que ir interactuando con la marcha de la producción para 
poder instrumentar esto. 


En definitiva, en líneas generales, este proyecto de ley dispone que el Uruguay decide 
incorporar y priorizar la incorporación de combustibles de origen vegetal para intercalar con los 
hidrocarburos. 


Hace unos días se realizó una conferencia sobre energías alternativas y un especialista 
extranjero contó una anécdota y la aplicó al Uruguay. Dijo que cuando se encontraba en países que no 
tenían hidrocarburos fósiles, pero tenían posibilidades agropecuarias, él solía decir “No es cierto que 
ustedes no tengan petróleo, sino que deben cultivarlo y ponerlo en los motores”. Esto significa que el 
país tiene una posibilidad al contar con tierras fértiles y, por tanto, hay que incorporar la matriz 
energética al acontecer económico. Eso, de alguna manera, es lo que habilita la ley: establece 
obligaciones para ANCAP y mantiene, en términos generales, el sistema de contralor que dé garantías 
al usuario, pero garantiza fundamentalmente dos cosas: por un lado, que en determinadas fechas va a 
haber un mínimo incremental de consumo propio de biocarburantes que se van a ir incorporando tanto 
en las naftas -en el caso del etanol- como en el diesel -en el caso de los biodiesel- y, por otro, va a 
estar liberada la exportación -así lo establece la ley- como forma de dar tranquilidad al hecho de que la 
comercialización en lo local, con excepciones que después mencionaremos, va a estar centralizada en 
lo que significan los mecanismos existentes de distribución que, a su vez, es lo que da garantía de 
colocación y de volumen a quienes se dedican a esta actividad. Por otra parte, también se pone la 
salvaguarda porque el productor, si quiere, siempre va a poder exportar, y eso le va a dar un límite y 
una tranquilidad a largo plazo. 


En el caso de las excepciones a las que me referí, debo decir que aquí se establece un 
mecanismo excepcional para los casos de autoproducción o de producción para flotas cautivas. Este 
último caso obliga naturalmente a identificarlas, por lo que hay un tema en cuanto a cómo establecer 
un margen de posibilidades, porque naturalmente tienen que estar registradas, como lo están tantas 
otras actividades económicas, en cada Intendencia o en el organismo que corresponda. Es importante 
que el país tenga, como sucede en otras partes, el adecuado registro de la producción en materia de 
combustibles, pero está claro que la producción para autoconsumo tiene otros márgenes de libertad, tal 
como debe ser. 


El caso particular de las flotas cautivas está en una zona intermedia, donde por la vía del 
volumen tratamos de acotar lo que pueden ser flotas cautivas en términos de razonabilidad a escala 
con el país -por ello se autoriza en la ley al Poder Ejecutivo a poder modular y cambiar eventualmente- 
aunque, desde otro ángulo, debo decir que hay flotas muy grandes cuya presencia no tendría sentido 
marginar del sistema de comercialización, porque estaríamos desvirtuando el objetivo principal, o sea, 
introducir un cambio en la matriz de consumo de combustibles líquidos en el país y permitir, por la vía 
de la puesta en marcha, lo que en definitiva es una nueva producción agropecuaria. Como verán los 
señores Senadores, tendrá conceptualmente la misma tributación que los combustibles a los que se 
incorpora, pero prácticamente en el futuro inmediato contará con un conjunto de exoneraciones para 
potenciar su arranque. 


Estos dos conceptos nos parecen muy importantes, pero si el Uruguay logra impulsar y llevar 
adelante este proceso, como pensamos que la ley lo va a permitir -la voluntad política del Gobierno es 
respaldarlo fuertemente-, vamos a estar incorporando un área de producción, un nuevo rubro 
energético, disminuyendo la necesidad de divisas que nos exige la factura petrolera, y creando fuentes 


de trabajo distribuidas, porque es bien interesante que esto se disperse por el país, en distintos 
lugares, lo cual tiene beneficios asociados que son obvios. 


Diría que esta es la parte conceptual; si la señora Presidenta lo habilita, voy a pedir al 
Director Nacional de Energía y sus técnicos -que son quienes han trabajado en los detalles- que 
amplíen lo que acabamos de decir y realicen las aclaraciones que sobre cada artículo los señores 
Senadores puedan requerir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pienso que el camino sugerido es correcto, es decir, recorrer el articulado 
específicamente, con las apreciaciones que el Director quiera realizar en cada caso, y si en algún 
momento surge alguna duda, pregunta o inquietud por parte de algún señor Senador, le daríamos la 
palabra. Me parece que esta es una forma más ordenada de trabajo. Naturalmente, dejaríamos 
habilitada la posibilidad de que sobre el final se pueda realizar alguna pregunta más general -como 
pienso hacerlo en mi caso personal-, aunque de pronto en el transcurso de este estudio se aclara. 


SEÑOR TRIUNFO.- El artículo 1? tiene por objeto el fomento y la regulación de la producción, la 
comercialización y la utilización de los agrocombustibles. Creo que en este caso no es necesaria 
ninguna aclaración. 


En el artículo 2" interpretamos que la expresión “carburante nacional”, que está referida a la 
ley de ANCAP de octubre de 1931, comprende específicamente a los agrocombustibles y en particular 
al alcohol carburante y al biodiesel producidos en el territorio nacional. Este es un punto que hemos 
analizado y sabemos que hay distintas posiciones desde el punto de vista legal respecto a si puede 
estar o no; nosotros lo incluimos específicamente porque así lo interpretamos. 


A su vez, en el artículo 3% excluimos de este monopolio la producción y exportación de alcohol 
etílico y biodiesel. 


En los artículos 4? y 5% se autoriza a ANCAP a mezclar hasta un 2% con respecto al biodiesel 
en el período 2006 - diciembre de 2008. Creemos que tenemos que dar tiempo, no sólo a ANCAP sino 
a las empresas que procesan granos o sebo, para ponerse a tono con la introducción de este 
carburante, y luego sí, desde 2009 hasta 2011 obligamos a ANCAP a mezclar un 2%; es decir, le 
imponemos un mínimo obligatorio del 2%. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es evidente que los porcentajes de incorporación son el resultado de un 
análisis técnico que nos excede, pero me pregunto qué otras ventajas, además de mejorar la ecuación 
económica, adquirimos con la incorporación del alcohol carburante y del biodiesel en estos 
porcentajes. 


SEÑOR TRIUNFO.- Con respecto al alcohol carburante, es sabido que tenemos un desfase en los 
consumos de nafta y de gasoil. Por eso mismo, con respecto al alcohol tenemos como objetivo para 
2015, la incorporación del 5%. Nosotros queremos fomentar el consumo de gasoil puesto que las 
naftas nos están sobrando. Por otro lado, el 5% es un número razonable técnicamente para mezclar 
con el biodiesel. Si bien hay lugares donde se mezcla en un 10% o un 20%, reitero que el 5% es un 
valor aceptado a nivel mundial, no por unanimidad pero sí en un porcentaje muy alto. 


A modo de ejemplo, podemos decir que con respecto al biodiesel, el Brasil está introduciendo 
estos mismos valores, es decir, el 2% y luego el 5%. 


La situación del alcohol es distinta, ya que los porcentajes pueden llegar a ser más altos, 
llegando a un 25% de mezcla de gasoil con alcohol anhídrido. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiere decir que la decisión de ANCAP para estimular el consumo de las naftas, 
es política. 


SEÑOR TRIUNFO.- Con respecto al artículo 6%, podemos decir lo siguiente. Actualmente, la parte de 
distribución sólo se realiza a través de ANCAP, por lo que va a tener que comprar biodiesel o alcohol 


para mezclar con sus productos. Entonces, en el artículo 6% se establece cómo ANCAP va a fijar las 
condiciones comerciales de calidad, los puntos de entrega, dónde se va a entregar y dónde se van a 
mezclar esos productos. Quiere decir que por este artículo se habilita para que luego, en el 
reglamento, se hagan todas las especificaciones de compra. Asimismo, los costos de producir biodiesel 
O alcohol pueden ser mayores o menores a lo que es el costo de producción de gasoil o de nafta. 
Entonces, si fueran mayores -hemos realizado algunos estudios al respecto- en función de los precios 
del petróleo y del grano, habría un sobrecosto que este proyecto de ley autoriza a ANCAP a volcarlo a 
la tarifa. 


En el artículo 7% se definen todos los ítems que estamos considerando, es decir, 
agrocombustibles, alcohol carburante, BXX -que es el porcentaje de mezcla-, lo que llamamos flota 
cautiva y productores de biodiesel. 


Por su parte, el artículo 8% establece que la actividad de producción de agrocombustibles 
requerirá, además de las habilitaciones correspondientes -municipales, ambientales, etcétera- que ya 
son exigidas en el país, un registro en el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Allí va a figurar, por 
ejemplo, la ubicación de las plantas, el volumen de producción, su destino y la materia prima con que 
se realiza, es decir, la calidad del producto. 


Con respecto al artículo 9%, el señor Subsecretario manifestó que habíamos puesto un límite 
para la producción de biodiesel, con destino al abastecimiento de flotas cautivas o autoconsumo. La 
redacción no es muy clara con respecto a este punto, pero nosotros entendemos que si un productor 
produce 10.000 litros por día puede consumir 4.000, vender 2.000 a ANCAP y exportar los 4.000 
restantes. Quiere decir que no está limitado; lo que sí está limitado es el volumen para el autoconsumo 
y la flota cautiva. Esto quiere decir que la planta no está limitada en su producción. Me parece que, en 
la interpretación que doy, no está clara la letra. 


SEÑOR BRECCIA.- Queda claro que no es la capacidad máxima de producción de la planta. Lo que 
interesa es lo que la planta puede destinar a autoconsumo o a flota cautiva. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Después de haber visto que existen algunas confusiones, parece claro 
que la redacción no es la más feliz. Entonces, propondríamos hacer una sustitución unificando los 
artículos 9% y 10 en uno solo. La redacción del inciso primero del artículo 9% sería la siguiente: “Las 
plantas de producción de biodiesel podrán producir sin limitación de volumen para abastecer a ANCAP 
O para la exportación, y con un límite de 4.000 litros por día para el autoconsumo y flotas cautivas”. El 
inciso segundo diría: “El Poder Ejecutivo podrá, por razones fundadas, modificar la capacidad máxima 
estipulada en el inciso precedente”. A su vez, se agregaría como inciso tercero lo que hoy es el inciso 
segundo del artículo 10%, es decir: “Cuando el biodiesel se destine a abastecer a una o varias flotas 
cautivas, se suscribirá el contrato de comercialización que corresponda, en el cual se individualizarán 
los componentes de la flota (vehículos o maquinaria)”. Por otra parte, eliminaríamos el primer inciso del 
artículo 10 que, como nos han hecho notar, es redundante e innecesario. Por supuesto, habría que 
modificar la numeración del articulado. 


No sé si esa redacción conforma pero, en todo caso, esa es la idea de lo que se quiere 
establecer. 


SEÑOR COURIEL.- No tengo conocimiento del conjunto del tema, pero voy a hacer una pregunta 
absolutamente concreta. No hay límites para producir, para vender a ANCAP ni para exportar, pero sí 
los hay para autoconsumo o para atender flotas cautivas. ¿Por qué es así? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En primer lugar, vuelvo a un concepto que en materia de combustible 
parece claro. Si hay algo que, en general, está regulado y controlado en los países, es lo que tiene que 
ver con los combustibles a nivel nacional, por la importancia que tienen desde el punto de vista 
energético. Si algunos grandes operadores, tanto del lado de la producción como del consumo, 
pudieran efectuar acuerdos parciales con su sistema interno de comercialización y distribución, en 
realidad estaríamos distorsionando absolutamente las posibilidades del resto. A nosotros nos parece 
muy importante ir procesando la incorporación a todo el sistema nacional de combustibles, del 
biodiesel en el diésel y del alcohol en las naftas. Sin perjuicio de los márgenes de decisión que existen, 
no queremos habilitar la posibilidad de que un acuerdo parcial pueda sustituir un sistema de control de 


los organismos pertinentes del Estado. Si se impusiera ese sistema, quienes logren cerrar con 
determinada ficha privada, estarán estableciendo datos demasiado fuertes sobre el conjunto de la 
economía, con relación a un tema que no es cualquier cosa; no estamos hablando de productos 
normales, sino de combustibles. 


SEÑOR COURIEL.- No soy un conocedor del tema, por lo tanto estoy pensando en voz alta. 


¿Se podría suponer que si se abre la producción energética a la libre competencia, se 
generarían menores costos y mejorarían las actividades productivas en general? De pronto en esta 
materia esto no es conveniente porque no se consiguen menores costos. 


¿Por qué la limitación es de 4.000 litros por día? ¿De dónde sale este número? 


SEÑOR ALFIE.- Realmente, me resulta absolutamente incomprensible esta limitación. Si desde el 
punto de vista económico hubiera una reducción de costos, la limitación a 4.000 litros por día llevaría a 
la producción a ser más ineficiente. 


Aclaro que no soy un gran conocedor, pero me interesé y averigúé cuál era el costo de 
producción de acuerdo con la escala. Pienso que si la producción sirve con 4.000, mucho más va a 
servir con mayor cantidad. Entonces, ¿por qué la limitación de la venta libre? ¿Por qué se limita que 
alguien le pueda adicionar biodiesel al diésel común, libremente? Si económicamente es rentable, lo 
van a hacer; de lo contrario nadie lo va a producir, no lo van a adicionar y no va a pasar nada; sólo el 
mercado va a saber si es posible o no. Realmente, sigo sin entender el porqué de la limitación. En todo 
caso se puede decir que en la producción esto es algo sumamente peligroso y personalmente no creo 
que tenga consecuencias medioambientales o riesgos potenciales, como por ejemplo de una 
explosión, y no tiene nada que ver con la limitación en los consumos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Si hay un país que tiene experiencia exitosa sobre este tema de los 
agrocombustibles es el Brasil, que ni siquiera admite este sistema que aquí se está planteado de flotas 
cautivas. Todo pasa por las distribuidoras y es obligatoria una comercialización abierta. 


Nosotros estamos habilitando un escalón que tiene que ver con experiencias que hay en el 
país. No tenemos duda de que el sistema global de combustibles es un sistema sobre el cual los 
países se mueven con absoluto cuidado y buscando dar pasos que no provoquen efectos no 
deseados. 


Recién se dijo -y lo comparto- que es muy probable que producir biodiesel en mayores 
escalas sea más eficiente, y estoy totalmente de acuerdo con ello. En realidad estamos dando, 
absolutamente, la garantía de que, tal como lo establece la ley, ANCAP tendrá que salir a comprar y en 
libre competencia; por lo tanto, los que se instalen serán los más eficientes. Es más: a éstos les 
estamos garantizando el mercado al fijar por ley valores mínimos de integración, y por si fuera poco, 
estamos poniendo la válvula de seguridad a la exportación. En un país como el nuestro, con base 
agropecuaria, es sensato pensar que se puede producir biodiesel a buenos precios; esto es tan 
razonablemente así que de todos los inversores que están llegando, interesados fuertemente por este 
tema, más de uno viene a instalarse exclusivamente para la exportación. O sea que, razonablemente, 
en el Uruguay se puede producir a mejores valores que en otros lados; esta es simplemente una 
ventaja de país agropecuario, que debemos tratar de aprovechar. 


Una cosa distinta es pensar en habilitar un sistema de comercialización que, de alguna 
manera, se vaya desarrollando en forma paralela al sistema nacional de distribución de combustibles 
que existe en el país. 


Eso es otra cosa; sería otra ley y, por tanto, otra discusión distinta. Aquí no estamos 
hablando de que haya o no mercado -porque desde ya estamos garantizándolo y, además, repito que 
la válvula de exportación funciona para garantizar mercado prácticamente insondable-, sino de ir, en 
esta materia, bastante más lejos de lo que establece la propia legislación brasileña. Sabemos que la 
posibilidad de exportación requiere autorizaciones especiales y tiene connotaciones que aquí no se 
están estableciendo. 


Entonces, pienso que no hay ninguna limitación, sino que se están dando todas las garantías 
necesarias para que quien quiera venir a invertir en el desarrollo de esta área pueda hacerlo en la 
escala adecuada. 


Lo que sí estamos manteniendo es un cierto control, de manera de asegurar que el usuario 
común estará dentro del mismo sistema que el usuario de más potencia. No se puede establecer un 
circuito cerrado. 


SEÑOR COURIEL.- Pediría al señor Subsecretario que fuera un poco más claro, porque no alcanzo a 
entenderlo del todo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con mucho gusto. 


Aclaro que lo que voy a plantear está en el terreno de la teoría, pero es igualmente válido, 
pues hemos recibido algunas consultas sobre ciertas alternativas parecidas a la que voy a mencionar. 
Uno podría suponer que un conjunto de grandes consumidores -algunos de los cuales tendrían sus 
asociaciones comerciales o de otro tipo- podría establecer un negocio directo con productores e 
instaurar, de alguna manera, un circuito de bastante potencia, quedando el usuario común marginado 
de él. Esto no nos parece lógico. El mecanismo de mantener un sistema nacional de distribución de 
combustibles no es, reitero, algo nuevo, sino que existe habitualmente en todos los países, y sabemos 
que lo que estamos diciendo no es nada original. Debemos tener muy presente que aquí estamos 
hablando de combustibles, no de otros bienes, y que es muy distinta la forma de regulación de los 
energéticos en los países; por algo existen los organismos reguladores y todo lo que significan para la 
marcha de la economía. 


Entonces, debemos entender que no tiene sentido analizar este tema como si estuviéramos 
analizando bienes de otro tipo, para los cuales no hay organismos reguladores ni los países ponen 
limitaciones, por lo que quien quiere fabricar micrófonos -por decir algo-, lo hace y se los vende a quien 
quiere. Es otro el juego, muy distinto al del área de los energéticos, donde los países no autorizan la 
libre exportación ni la libre importación, sino que tienen pautas controladas, y si bien esos movimientos 
se aceptan y existen, todos tienen un cierto grado de supervisión que hace que el mecanismo no sea 
cerrado, privado. Reitero que aquí debemos ver la noción de proceso y tener en cuenta que el país 
sale de una situación en la cual no tiene producción. Entonces, habilitemos, estimulemos, demos 
exoneración impositiva, impulsemos y abramos con enorme intensidad las posibilidades de desarrollo 
de esta actividad que puede ser muy importante para el Uruguay. 


Asimismo, eso no debe llevarnos a dejar de ver que hablamos de energéticos y no de otro tipo 
de producto. Precisamente, por tal motivo se quiere mantener un sistema que cuenta con un grado de 
control al de otras actividades de la economía. Reitero que esto no es algo original del Uruguay, sino 
que es así en todos los países del mundo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En función de que algunos señores Senadores se incorporaron luego de 
comenzada la sesión, deseo recordar que luego de escuchar una exposición general pasamos a una 
explicación de cada uno de los artículos la cual, en el caso de generar dudas, se detiene y da paso a 
todas las preguntas u observaciones que se entiendan pertinentes. 


SEÑOR TRIUNFO.- Si la señora Presidenta lo permite, a fin de responder una consulta del señor 
Senador Couriel, quisiera que el economista Larrosa explique por qué se habla de cuatro mil litros e 
indique qué volumen representa. 


SEÑOR LARROSA.- Este artículo lo estamos viendo como una limitación y, personalmente, lo 
interpreto al revés, por la positiva. Estaba limitado y ahora lo aumentamos. Eso no está permitido. 
Según la interpretación que surge de la propia ley, la comercialización es monopolio de ANCAP. 
Entonces, lo que hacemos es abrirlo hasta cierto límite. 


Más allá de eso, los cuatro mil litros representan un volumen muy importante, que en algunos 
departamentos del país supera el 10% del consumo de gasoil; en algunos lados es el 14% y en otros el 
5%. Como se advierte, entonces, no son volúmenes pequeños. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera saber si esto es así desde el punto de vista regional o de cada sector. 


SEÑOR LARROSA.- Precisamente, decía que en la cantidad total de gasoil consumido por cada 
departamento estamos hablando de volúmenes más importantes que los que se proponen en el propio 
proyecto de ley. Concretamente, se establece un 5% y un 2%, porcentajes que son superados en casi 
todos los departamentos del interior, que son los que tienen más posibilidades de hacer biodiesel local. 
Si pensamos que se trata de un grupo de productores que se junta a fin de elaborar biodiesel para su 
propio consumo, esos cuatro mil litros por día representan 5.500 hectáreas de arroz, 30.000 hectáreas 
de soja, siempre pensando en un consumo del 100% de biodiesel. A nuestro juicio, es un dato 
relevante y no creemos que cuatro mil litros por día sea tan poquito. 


SEÑOR COURIEL.- Nadie dijo que era poco, sino simplemente deseábamos saber cuáles eran los 
criterios. 


SEÑOR LARROSA.- A excepción de una planta situada en Montevideo que elabora biodiesel en base 
a cebo, las demás que hay en el país no superan esta cantidad, lo cual facilita su incorporación a la 
normativa. 


SEÑOR MICHELINI.- Si en la actualidad una empresa generara 4.000 litros por día de biodiesel para el 
consumo de su flota, superaría ese 2%, 3% o 4% que, según los años, ANCAP va incorporando a su 
biodiesel. Dicho de otra manera: ¿hay muchas empresas a las que la generación de estos 4.000 litros 
por día ya les significa un 10% o un 15%, o existen algunas que, con el mismo volumen, no llegarían ni 
siquiera al 1% por día? 


SEÑOR GUTIERREZ.- Con respecto a la pregunta del señor Senador, quiero señalar que a una de las 
empresas más importantes del transporte colectivo esta producción de 4.000 litros por día le implicaría 
un 5%. Es decir que también se consideraron los consumos de las principales empresas nacionales, y 
el término “4.000 litros por día” era significativo. 


Quiero acentuar el elemento que planteaba el señor Subsecretario, en el sentido de que en el 
país teníamos una situación de hecho, muchas ganas de avanzar en esta temática y el mandato de dar 
un marco muy claro para que la actividad se pudiese desarrollar. Para eso hicimos el esfuerzo de 
observar las experiencias exitosas que, por suerte, están bien cerca, en idioma portugués, lo que 
facilita la lectura. En ese sentido, para el Brasil la incorporación de los agrocombustibles debe darse 
siempre a través de una refinería o de una distribuidora. Además, plantea a la flota cautiva en términos 
de un ensayo cuando se quiere avanzar en un nuevo agrocombustible para su desarrollo. 


Reitero que en el Uruguay teníamos una situación de hecho: debíamos generar los suficientes 
impactos positivos tanto en la producción como en la economía, de tal forma de que este proyecto 
tuviera el respaldo necesario para ser aprobado. A tales efectos, buscamos una modalidad de flota 
cautiva donde el consumidor tuviera que especificar claramente el parque automotor en el cual está 
utilizando ese agrocombustible que no pasa por una distribuidora. Es aquí donde la responsabilidad del 
Ministerio es superior, ya que hubiera sido muy fácil para esta Cartera plantear que toda la 
comercialización de los agrocombustibles pasara por el muy buen control que ANCAP ha demostrado 
tener a lo largo de su historia respecto de la calidad de estos combustibles. Acá estamos planteando el 
cuidado del consumidor, es decir, la calidad; estamos hablando de bienes de capital importantes que, 
por un simple desperfecto en la calidad de los combustibles, puede producir mucho daño y, a la vez, 
estamos hablando de aspectos impositivos. Entonces, en ese sentido, los 4.000 litros nos parecen 
hasta demasiado osados para estar en el marco de una ley. Se puede hacer referencia a la portería N* 
240, de 25 de agosto de 2003, de la Agencia Nacional del Petróleo, que es donde se establece el 
marco de las flotas cautivas. Allí se expresa que queda sujeta a la autorización previa de la Agencia, la 
autorización de combustibles no especificados cuando su consumo mensual sea superior a los 2.000 
kilogramos. Más adelante dice que deben ser incentivadas las investigaciones de nuevos combustibles, 
especialmente los producidos a partir de fuentes renovables. Es decir que en el Brasil, el término “flota 
cautiva” está asociado a un proceso de investigación. Aquí, en términos de ley, estamos habilitándolo 
en ese sentido, y entendemos que es algo liberal. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, tengo curiosidad por saber si en el caso de esas flotas a las que 
se les va a seguir vendiendo gasoil, éste va a salir con un 2% o si va a haber venta de gasoil sin nada 


de biodiesel, tanto para esas flotas como para la distribución general. 


En segundo término -si estas preguntas ya se hicieron, las leo en la versión taquigráfica y no 
cargo a la Comisión-, ese 2% de arranque que figura en un artículo anterior -a lo que hay que agregar 
4.000 litros por día en las flotas más importantes-, en la medida en que no va a tener impuesto, 
¿cuánto significaría de renuncia fiscal? 


SEÑOR LARROSA.- Lo que se está proponiendo es que el gasoil común que se comercializa tenga 
paulatinamente una incorporación de biodiesel -actualmente, no contiene nada de biodiesel-, 
y que en determinado momento se llegue a un mínimo de incorporación anual, con las posibles 
graduaciones o adelantos que el Poder Ejecutivo estime convenientes, según las circunstancias. De 
esa manera, todo el gasoil va a tener algún porcentaje de biodiesel. Las empresas que tengan contrato 
mediante flotas cautivas, van a adquirir biodiesel puro de los productores y van a mezclarlos en los 
porcentajes que ellas crean conveniente. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Estarán autorizadas por el Ministerio? 


SEÑOR LARROSA.- Claro. Lo que van a tener que declarar es en qué flota lo van a mezclar. Si no 
tenemos cierto control de eso, podría haber algún reclamo posterior, por ejemplo, hacia ANCAP, que 
cumple con todas las especificaciones del biodiesel y la mezcla. Puede haber problemas en los 
motores por mezclas excesivas. Nosotros vamos a tratar de controlar la calidad de los productores -así 
se va a estipular-, pero el responsable último de la mezcla que hace y del volumen que mezcla va a ser 
el propietario de esa flota. Por eso pedimos el registro de la proporción en que lo están mezclando. 


Respecto a la recaudación, en los estudios que realizamos el año pasado en la Comisión 
Interministerial sobre biocarburantes, la pérdida de recaudación se estimaba entre U$S 5:000.000 y 
U$S 6:000.000, si se hiciera un volumen equivalente de 5% en sustitución del volumen total de gasoil 
en flotas cautivas. 


SEÑOR COURIEL.- Una parte importante del gasoil es importado. Entonces, ¿cómo armar la mezcla 
para que el producto nacional sea, en lo posible, mayoritario con respecto al producto importado? Me 
estoy acordando de todas las discusiones que hemos tenido acá. Recuerdo que se subsidió al gasoil 
que era importado y se afectó a las naftas que se producían internamente. Como política, entendíamos 
que era errónea. 


Por otro lado, uno tiene la sensación -puedo estar totalmente equivocado- de que muchas de 
estas energías renovables -lamentablemente no pude ir al Seminario tan interesante que hubo- derivan 
de que el precio del petróleo hace competitivas otras áreas. Entonces, la pregunta es: ¿qué se están 
imaginando en términos del precio que tendría este biodiesel? 


Se está exportando por lo que, seguramente, el precio de exportación será un precio de 
referencia al que debiera comprar ANCAP, para poner un ejemplo. Entonces, quisiera saber qué 
vínculo tiene el precio de exportación actual con el del petróleo. Por los estudios que habrán hecho, 
quisiera saber a partir de cuándo el biodiesel se hace competitivo con la energía proveniente del 
petróleo. Lo que ocurre es que uno viene a la Comisión, oye lo que aquí se dice, se entusiasma y, 
entonces, empieza a preguntar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Quisiera separar dos cosas. Como recién se decía, la incorporación a 
todo el gasoil de un porcentaje de biodiesel no introduce ningún tipo de inconveniente, de acuerdo con 
la experiencia internacional, ampliamente disponible. Lo que sí importa es hacerlo con calidad y 
también en avances controlados. Hay que hacer algunas pequeñas consideraciones, pero ese mismo 
movimiento paulatino hace que se vayan realizando las adaptaciones. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Se habla de la cantidad? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Me refiero a la calidad. Uno podría pensar qué pasa con un señor que, 
por algún motivo, tiene un equipamiento con algún factor incompatible. Diría que esos son temas 
marginales y, por tanto, presumiblemente tenga un precio algo más caro, para estimular a quien tiene 


el combustible alternativo. Es lógico que la posibilidad económica exista, cuando alguna razón técnica 
lo exija. De todos modos, la idea es que sea general. 


La segunda acotación sería la siguiente. Con relación a los precios -sobre los valores 
actuales le voy a ceder la palabra a quien viene siguiendo el tema con más detalle que yo-, creo que lo 
que importa es que estamos haciendo una apuesta a largo plazo y si no mantenemos la garantía del 
consumo y el porcentaje obligatorio y, por lo tanto, la estabilidad en el precio, estamos hipotecando el 
desarrollo futuro. Aquí el Estado está garantizando un mínimo y con prescindencia de que el precio del 
petróleo pueda bajar, igual lo mantenemos. Creo que esto es lo que hemos visto como apuesta 
importante de nuestros vecinos y lo estamos estableciendo. 


SEÑOR LARROSA.- Respecto a los precios, en la Comisión Interministerial elaboramos un informe y 
realizamos un cuadro de doble entrada en el que figura el precio del petróleo y el de la grasa o aceite. 
Entonces, ahí se puede ver claramente la relación entre el precio y cuándo sería conveniente 
producirlo, desde el punto de vista privado, quitando impuestos. Lo digo porque una cosa es cuando el 
privado produce y no tiene impuestos. 


Yendo al caso concreto, cuando uno produce a partir de cebo, que es una de las 
posibilidades que tiene este país, es más barato. La tonelada de cebo se sitúa entre los U$S 300 y los 
U$S 350, y con el barril de petróleo a U$S 60, estaría siendo beneficioso desde el punto de vista 
privado; por tanto, es competitivo. Ahora bien, cuando producimos a partir de granos esas grasas o 
aceites, estamos hablando de U$S 500 o U$S 600 la tonelada, por lo que el precio del barril debería 
estar por encima de los U$S 80 para ser competitivo. Esos son los resultados que obtuvimos ya 
hace un año, por lo que se podrían revisar, pero sirven para tener una idea. 


SEÑOR ALFIE.- Eso depende del precio de los granos; si cae el precio de la soja, bajan los otros 
costos. 


SEÑOR LARROSA.- Respecto a la evolución futura, se puede prever que haya una tendencia a 
emparejar estos precios con los del barril de petróleo. Esto ya ha pasado con el alcohol. Respecto al 
biodiesel, en la medida en que el Brasil se incorpore como productor y genere un mercado mundial de 
este biocombustible, va a haber una tendencia a emparejar; por lo menos, eso es lo que visualizamos. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Hay comparaciones entre alcohol y petróleo? 


SEÑOR LARROSA.- No, señor Senador. Sí podemos comentar que los brasileños dicen que el precio 
equivalente del alcohol respecto al barril de petróleo -aclaro que este precio es para el Brasil y no para 
nosotros, que tenemos otras condiciones- está entre U$S 30 y U$S 35. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más consideraciones sobre el artículo 9? y 10, continuamos con el 
análisis que venía haciendo el ingeniero Triunfo. 


SEÑOR TRIUNFO.- En el artículo 11 se dice que el Ministerio podrá autorizar la producción de otros 
agrocombustibles líquidos con fines de investigación. Creemos que esta disposición no está bien 
redactada; nuestra idea no se relaciona con la parte de investigación, sino más bien con lo relativo a 
los ensayos. Por ejemplo, nos interesa lo que está sucediendo con la flota de taxímetros que está 
usando aceite; nos importan estas pruebas, estos ensayos y no tanto la parte de investigación. Creo 
que se podría arreglar el texto respecto a este aspecto que acabo de mencionar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si interpreto bien, en el artículo 11 el Poder Ejecutivo intenta limitar los 
ensayos, no así la investigación en sí misma. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El concepto es distinto. Básicamente, no se establece ninguna limitación 
en materia de investigación para las universidades y para los centros de estudio que, por otra parte, es 
información disponible y accesible para todos. En materia de ensayos efectivamente operativos, 
decimos que tienen que estar registrados en el Ministerio; no es un concepto de autorizar en el sentido 
de decir que “sí” o que *no”, sino de registro, porque lo que importa es saber qué está pasando en el 
país. En general, este es un concepto normal en casi toda la actividad económica. 


Reitero que en el área de los combustibles estamos abiertos a que se hagan todas las 
pruebas que se desee, aunque sí es necesario informar, porque el país tiene que estar al tanto de lo 
que se está haciendo. 


SEÑOR ALFIE.- Reconozco que la explicación que está dando ahora el Ministerio es bastante mejor 
que la que brindó el Ministro de Economía y Finanzas pero, de todas maneras, no entiendo por qué 
hay que registrar e informar; en todo caso, que registren la patente, donde tendrán que poner todos los 
detalles. ¿Por qué es “antes” y no es “post”? No entiendo este mecanismo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- La legislación comparada lleva a ver que todo el mundo obliga a avisar 
este tipo de experimentaciones en materia de combustibles. No estamos hablando de investigación; 
descartamos que la etapa de registro de patentes es otra y no colide con esto. Lo que sí decimos es 
que si en el país la Dirección Nacional de Energía tenga la posibilidad de llevar un registro de las cosas 
que se están haciendo en materia de combustible y se solicita -en este caso sí- autorización para 
instalar determinada actividad industrial en cualquier departamento del país, incluso menores, no 
parece una condición excesiva, desatinada ni que traiga ningún cambio económico para el desarrollo 
de la actividad en ningún sentido. Francamente, no tiene ningún desfase con lo que se hace en tantas 
otras áreas de la actividad y no apareja ningún inconveniente. En cambio, pensamos que no es bueno 
encontrarnos con la alternativa opuesta de que se hagan ensayos, pruebas y demás en los que se 
utilice combustibles -y no digo en laboratorios, sino en la calle- y ni siquiera estemos al tanto. Ello no 
nos parece razonable. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin entrar en la polémica, me parece que tal cual lo plantea el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería el texto no queda claro; creo que la redacción podría empezar con lo que 
alude la última frase: “El consumo de agrocombustibles líquidos requerirá para su comercialización la 
aprobación de las correspondientes normas de calidad” y luego continuar con la frase inicial que dice: 
“El MIEM podrá autorizar los ensayos con fines de investigación, para la producción de otros 
agrocombustibles líquidos”, siguiendo luego la redacción tal cual está. Me parece que de esta manera 
la redacción es más clara y atiende la preocupación planteada por el Ministerio. En todo caso, la 
Comisión verá si en la reflexión quiere ser un poco más amplia. 


De todas maneras, me parece que la redacción como la he planteado -naturalmente, se puede 
corregir- hace que estos ensayos para la investigación sean posibles y puedan contar con autorización. 
Téngase en cuenta que se trata de flotas están en la calle, sobre las que incluso se pueden hacer 
reclamos, y parece lógico que haya una verificación. No estamos hablando de ensayos dentro de las 
Universidades, ni de aquellos realizados en bancos de prueba -que naturalmente se pueden hacer- 
sino, repito, de aquellos que están en la calle, con todos los riesgos que ello puede implicar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que es muy bueno que, tanto de parte de los señores Senadores como 
del Ministerio, se viertan ideas que vayan surgiendo sobre mejoras en la redacción que aclaren el 
Mensaje del Poder Ejecutivo, porque ello va a ayudar a realizar un trámite más eficiente a partir de la 
semana próxima. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quería dejar una constancia a la delegación que nos visita. 


En cuanto a las preguntas realizadas por el señor Senador Couriel con respecto al artículo 
9", referido a los cuatro mil litros por día, quiero decir que las explicaciones y argumentos brindados por 
el señor Ministro no me conformaron, así como tampoco me resultaron convincentes. Por lo tanto, 
cuando se vuelva para atrás en el tratamiento del proyecto voy a insistir en dicho artículo. Como la 
Comisión siguió trabajando, no quería detener la tarea, pero sí, repito, quiero que sepan que voy a 
volver a poner el dedo en el mismo timbre que tocó el señor Senador Couriel. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Quiero realizar una acotación de orden práctico a la Comisión sobre la 
forma de trabajo. 


Concretamente, en su momento nos pareció importante enviar este proyecto lo antes posible - 
porque a veces seguir perfeccionando las cosas termina en que lo mejor es enemigo de lo bueno-, 
pero lo hicimos con plena conciencia de que si bien habíamos obtenido los consensos a los que aludí 


en la primera intervención, iba a ser objeto de intercambio, no sólo con los Legisladores, sino también 
con otros actores que van interactuando en la propia Comisión y fuera de ella. En ese sentido, nosotros 
mismos pensamos que hay que hacer algunos cambios, pero como queremos seguir incorporando las 
objeciones, no trajimos ya los textos alternativos -salvo en algún caso aislado-, con la idea de que esto 
está en proceso. Naturalmente, podemos hacer llegar rápidamente los textos, en los casos en que 
acordemos o que nosotros mismos planteemos, pero insisto que somos conscientes de que es una ley 
que está en proceso de elaboración y de que, cuando tenga dos años de aplicación, todos vamos a 
tener mucha más precisión que la que hoy tenemos. 


SEÑOR COURIEL.- Otra procedimiento podría ser que en las próximas reuniones en que estemos 
tratando el tema esté presente una delegación, que no tiene por qué estar integrada por el señor 
Subsecretario, pero sí por un grupo de asesores que haya estado trabajando en el proyecto, de tal 
manera que podamos consultarlos en caso de que surja alguna duda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En anteriores Legislaturas hubo propuestas de presencia de asesores sólo a 
los efectos de proponer redacciones o atender consultas en la propia votación de cada artículo en la 
Comisión. Recuerdo, por ejemplo, la discusión de la ley de patentes, donde el procedimiento resultó 
muy útil para votar la mejor redacción posible, porque nos permitió estar asesorados en el momento. 
Pero la Comisión resolverá qué metodología va a utilizar. 


Continuamos con el análisis del artículo 12. 


SEÑOR TRIUNFO.- Esta disposición refiere a los requerimientos para la exportación de 
agrocombustibles, que en este momento es libre, pero creemos que, como en el caso de los demás 
energéticos, debe ser controlada por el Estado, porque estamos hablando de nuestra riqueza, de 
nuestro petróleo. Esto es algo similar a lo que ocurre en el Brasil y en la Argentina con el gas, 
donde se exigen permisos de exportación, por un problema de seguridad y de ordenamiento. 


SEÑOR HEBER.- Aquí se establece que se podrá limitar o establecer un control especial sobre la 
exportación del biodiesel, pero no así, por ejemplo, con la soja con el fin de elaborarlo en otro país. 
Entonces, si vamos a limitar la exportación del producto final, me pregunto si no tendríamos que limitar 
toda la cadena, porque mañana puede venir un empresario de biodiesel brasileño e importarnos soja 
para elaborar el combustible en su país. Naturalmente, tampoco vamos a caer en la limitación o la 
prohibición de la exportación de soja, de modo que la solución es complicada. 


SEÑOR ALFIE.- En el mismo sentido de lo expresado por el señor Senador Heber quiero decir que los 
ejemplos del gas y demás, refieren a recursos finitos, no renovables, pero acá estamos hablando de 
cosas renovables y, además, de transformaciones. En ese sentido, prohibir exportar el aceite sería más 
o menos lo mismo. 


Además, el artículo 3%, dice que ANCAP no tiene el monopolio de la exportación; por su 
parte, el artículo 12 de alguna manera permite que se limite la exportación, y luego el artículo 6” 
claramente dice, entre otras cosas, que “ANCAP fijará las condiciones comerciales para la adquisición 
de los productos mencionados”, es decir que tiene un monopsonio interno. Entonces, si de alguna 
manera puede limitar la exportación, claramente se puede matar el mercado interno sin permitir que 
nazca. 


Por otra parte, estimo que el ejemplo del Brasil no es bueno porque ese país tiró centenas de 
miles de millones de dólares y sólo así la gente pudo producir. De otra manera, no lo podía hacer 
porque claramente los números no daban. Entonces, justamente, como tenía la regulación y el control, 
podía subsidiar. Obviamente, fue pasando el tiempo y actualmente, con determinado precio del barril 
del petróleo, parecería ser que el negocio resulta conveniente. 


Dicho sea de paso, en el seminario que se mencionó aquí, quedó absolutamente claro que el 
único país del mundo que tiene el doble de costo de producción es el Brasil, y el que le sigue, tiene el 
doble de costo de producción de la caña de azúcar. Quiere decir que se trata de una circunstancia 
anormal o fuera de lo común a nivel mundial. 


Entonces, al igual que el señor Senador Heber quiero decir que por un lado introducimos 
muchas limitaciones, por otro le damos un monopsonio a ANCAP y asimismo decimos que está abierto 
el mercado. Entonces, me parece que este proyecto de ley -y voy a reiterar un concepto que le 
expresamos al Ministerio de Economía y Finanzas- “quiere y no quiere”; por un lado, parecería que 
quiere intentar determinadas cosas y, por otro, restringe tanto que al final uno no sabe si esas cosas se 
van a poder hacer o no. Todo esto es así, más allá de si el precio del mercado da para realizar una 
actividad privada y no va a hacerse a puro subsidio. 


Cuando se hacen estas cosas, es evidente que se corre el riesgo de que el momento óptimo 
de la inversión no sea éste sino dentro de 10 ó 15 años; obviamente eso nunca se sabe. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de continuar, quiero recordar a los señores Senadores que debemos 
recibir a otra delegación, que son los representantes del sector Peinadurías de Lana de la Cámara de 
Industrias del Uruguay. 


SEÑOR ALFIE.- Por mi parte, quisiera saber si el proyecto de beneficio para la producción de energía, 
que presentó la Bancada del Partido Colorado, va a ser tratado en el día de hoy. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Figura en el orden del día. 


SEÑOR MICHELINI.- Considero que deberíamos recibir a la siguiente delegación en otra oportunidad, 
porque aún hay algunos artículos para considerar, por lo que si los demás señores Senadores están de 
acuerdo, me ofrezco para ir a hablar con sus representantes para explicarles la situación. 


SEÑOR HEBER.- Estoy de acuerdo y me ofrezco a acompañar al señor Senador Michelini. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Hace un momento recordaba que, en una oportunidad, cuando teníamos 
responsabilidades en la Intendencia, un inversor que quería instalarse en la ciudad de Montevideo me 
decía que no podía hacerlo con una autorización precaria y revocable, que necesitaba firmeza. 


SEÑOR COURIEL.- Se necesita certidumbre. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Exactamente. Entonces, le contesté que la certeza y los términos tienen 
que ver con las historias. Toda la industria que está instalada en el Uruguay está en términos precarios 
y revocables, pero eso no quiere decir que esas potestades se puedan utilizar de manera arbitraria o 
que exista desviación de poder. No recuerdo ningún juicio en el que no se haya usado de manera 
razonable ese tipo de potestades. 


Creo que en este caso estamos ante una situación parecida. En una región donde la 
exportación o la importación siempre requiere el tilde del Poder Ejecutivo, no deberíamos colocarnos 
sin el tilde. Digo esto porque a veces uno cambia tildes por tildes y nosotros estamos en una 
permanente interacción. Puedo razonar que sería muy bueno que hubiera un mercado de energéticos 
integrado -y creo que el país debe tener una actitud positiva en ese sentido-, pero no me parece 
razonable entregar derechos que los demás no nos dan. Esto no tiene nada que ver con la actitud que 
nosotros tenemos de querer impulsar el desarrollo. Es más, el proyecto de ley va en ese sentido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Los artículos 8* y 19 refieren al mismo tema. El artículo 8* tiene cosas 
absolutamente redundantes, como el hecho de establecer que cualquiera que se instale tiene que 
cumplir con toda la normativa. Entonces, la novedad es que en el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería va a haber un registro de empresas productoras de combustibles, pero dichas empresas tienen 
que anotarse en el Banco de Previsión Social, en la Dirección General de Impositiva y en el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, porque deben ser autorizadas; es así, de lo 
contrario no pueden funcionar. Esto vale para toda la actividad económica. 


Por lo tanto, nosotros proponemos unificar los artículos y que el artículo 8% diga: “La actividad 
de producción de agrocombustibles requerirá -además de las habilitaciones que corresponda según 


otras normas- la autorización del Ministerio de Industria, Energía y Minería, el que llevará el registro de 
empresas productoras correspondientes”. 


SEÑOR ALFIE.- Estoy de acuerdo, porque la observación que teníamos sobre el artículo 8% era qué 
tenía que ver, “habida cuenta de la competencia de ANCAP en la materia” con un registro del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería y de otros Ministerios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vuelvo a repetir la sugerencia de que el Ministerio nos envíe, a la brevedad, 
las sugerencias de modificaciones que ya existen. Además, esperamos contar con la posibilidad de 
asesoramiento en la votación particular. 


SEÑOR MICHELINI.- Salí un momento de Sala para realizar una gestión y sé que ya consideraron el 
artículo 12. Por supuesto que no pretendo ir hacia atrás, pero quisiera dejar una constancia. 


De todo el proyecto, este es el artículo que me merece mayor preocupación y así se lo 
expresé telefónicamente, hace unos días, al señor Triunfo. Hay empresas muy importantes que pueden 
llegar a instalarse en alguno de los puertos del Uruguay, pero no están pensando en el mercado 
uruguayo, aunque después vendan para nuestro mercado. La generación de biodiesel no sería sólo 
con producción nacional, sino que por la hidrovía traerían de muchos lados soja y cebo, aunque 
también plantarían o comprarían la soja aquí. Como la región tiene una importante necesidad de diesel, 
de alguna forma hay que atender esta situación con una gran producción y hay que tratar de 
complementar con el cebo; lo que sale más barato es hacer un “mix”. En algunos países no autorizan 
que el biodiesel sea elaborado solamente con cebo, porque las experiencias que hay todavía no son 
suficientes como para hacer una producción para la exportación, los niveles de petróleo están 
relativamente altos y la escasez de diesel es manifiesta. 


Según el artículo 12, tal cual está redactado, prácticamente para cada operación de 
exportación se necesita autorización, lo que generaría una incertidumbre muy grande. 


No sé a que conclusión llegaron, luego leeré la versión taquigráfica, pero es de mi interés 
que en este proyecto, en el cual se podrán discutir muchas cosas, como el tema de los 4.000 litros, el 
Poder Ejecutivo pueda avanzar. 


Pienso que este artículo puede quitarnos algunas posibilidades; quizás después quede así, 
pero me parece que algunos fundamentos deberían ser internalizados por el Poder Ejecutivo, sobre 
todo ver si más que una facultad, establecemos una exigencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Entiendo perfectamente la objeción planteada por el señor Senador y 
comparto la preocupación. 


Hay quienes están pensando instalarse aquí para procesar grano de la región. Es una 
situación peculiar, que en realidad sólo trae ventajas para el país. Realmente, si alguien trajera grano 
de la región, lo procesara aquí y lo exportara como combustible, sólo nos traería beneficios. Tal vez 
podríamos combinar esto con aquello de no quedar en situación asimétrica inútilmente con los vecinos 
y limitar el requerimiento de autorización expresa -pensando en las situaciones límite- para lo que se 
produzca con materia prima nacional. Con esto, quien venga a instalarse para desarrollar una actividad 
a gran escala, estará totalmente tranquilo porque tendrá su propia válvula de escape, por decirlo así. 
Obviamente, nosotros vamos a querer que produzca con materia prima nuestra pero, de cualquier 
forma, la persona sabrá que, en el peor de los casos, producirá con materia prima importada, en 
admisión temporaria, pudiendo luego exportar sin problemas. Tal vez por esa vía podamos mantener 
cierta capacidad de negociación del otro tema, sin bloquear lo que se pueda hacer sobre la base de la 
admisión temporaria. Naturalmente, si esto contemplara lo que aquí se ha planteado, no tendríamos 
ningún inconveniente en incorporarlo a la redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Bien. Continuamos con el análisis del articulado. 


SEÑOR TRIUNFO.- Habíamos dicho que los artículos 16, 17 y 18 eran para el Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


El artículo 19 iba a ser unificado con el artículo 8%, por lo que, tal como dijimos, enviaremos 
una redacción. 


El artículo 20 también fue suficientemente discutido por el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


El artículo 21 alude a que el Poder Ejecutivo fijará los plazos para regularizar las situaciones 
actuales de las plantas existentes. Debemos señalar que en la reglamentación pueden fijarse 
requerimientos de calidad intermedia, considerando a aquellos que no van a mezclarse con ANCAP y 
que sí tienen que cumplir con la normativa en su totalidad, o aquellos que son para las flotas cautivas; 
hay algunos requerimientos que son muy exigentes cuando se trata de producción en el país, que tal 
vez no podrían ser aplicables. En todo caso, se podría fijar un plazo en este sentido porque, si no, la 
mayoría de las plantas no estarían en condiciones de fabricar un producto de calidad según las normas 
de biodiesel. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ya que se ha hablado de la situación actual, me gustaría saber -porque 
ciertamente lo desconozco- en qué nivel de desarrollo se encuentra actualmente la producción de 
biodiesel en el Uruguay. 


SEÑOR TRIUNFO.- En ese sentido, hemos tratado de hacer un relevamiento en todo el país. Para ello, 
elaboramos un formulario que fue entregado a todas las Intendencias, para que se nos hiciera saber 
cuáles son las plantas que están produciendo en el país. Lamentablemente, no nos llegó toda la 
información que queríamos, pero sí supimos de algunas plantas que hemos relevado e, incluso, 
visitado. Podríamos decir que en casi todos los departamentos hay alguna plantita que produce, 
comercializa con sus vecinos, vende a flotas de camiones; algunas son incipientes y ya tienen un 
surtidor, por ejemplo. Evidentemente, queremos que todas estas plantas se regularicen. 


Con toda esta información, elaboramos un documento donde figuran todas las plantas que 
visitamos y que, desde ya, ponemos a disposición de la Mesa. 


SEÑOR BRECCIA.- Confieso que me surge una duda a partir de la redacción de esta norma, ya que 
establece que la reglamentación podrá fijar normas intermedias de calidad para las plantas que 
cumplan con la capacidad máxima de producción. Daría la impresión de que, en realidad, debería 
decir: “que no cumplan con la capacidad máxima de producción”. 


SEÑOR TRIUNFO.- Está pensado para las que estén por debajo de los cuatro mil litros. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Complementando lo que se ha dicho, deseo agregar que la producción 
de biodiesel más económica es la que se hace a partir del cebo. A ese respecto, podemos decir que ya 
hay alguna planta funcionando y que existen varios interesados en instalarse. Todos sabemos que el 
Uruguay tiene una importante industria frigorífica, donde se produce una cantidad muy significativa de 
cebo. Para llegar al 5% en toda la producción de gasoil, necesitaríiamos procesar aproximadamente 
40.000 toneladas de cebo y nuestro país hoy produce casi 50.000. Quiere decir que alcanzaría con 
procesar y generar biodiesel con el cebo que ya produce el Uruguay para llegar a la condición del 5%. 
Tengamos en cuenta que para alcanzar ese porcentaje en base al girasol, se necesitan 70.000 
hectáreas, y si hablamos de la soja, precisamos 118.000 hectáreas. Creo que estos datos dan una idea 
de volúmenes relativos. Por supuesto, podemos ir a porcentajes más altos. 


En todo caso, con esto tenemos la percepción de que no deberíamos tener ninguna dificultad 
significativa, más allá de todo el esfuerzo en materia de inversiones que hay en el medio, en comenzar 
con este proceso y llegar a algunas de las cifras que se plantean en el proyecto de ley en plazos 
anteriores a los que éste establece. Naturalmente, debimos ser un tanto conservadores porque hay 
decisiones que no corresponden al Gobierno sino a la actividad privada. 


SEÑOR TRIUNFO.- Los artículos 22 y 23 tratan de asignar a la URSEA los controles de calidad para 
que se cumpla con la normativa. En tal sentido, se incorpora el término “agrocombustible” a la ley de 
creación de la URSEA. 


Finalmente, el artículo 24 otorga un plazo de 180 días para hacer la reglamentación. 


SEÑOR MICHELINI.- Indudablemente, hoy tuvimos un primer intercambio sobre un proyecto de ley 
que, a nuestro juicio, requiere una rápida aprobación. En tal sentido, pienso que no sería conveniente 
que la Comisión comenzara el análisis sin contar con el texto alternativo que enviará el Poder 
Ejecutivo. Entonces, más allá de la visita que tendremos el próximo miércoles, entre el lunes y el 
martes deberíamos tener en cada uno de nuestros despachos la redacción sustitutiva del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Hay un par de ajustes absolutamente menores, como por ejemplo en el 
literal c) del artículo 7%, donde se habla de “éteres” en lugar de “ésteres”, o en el artículo 3 que se 
utiliza una redacción para el alcohol etílico distinta a la que aparece luego, razón por la cual habría que 
homogeneizarla; pero estas son cosas absolutamente menores que vamos a enviar todas juntas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todas maneras, todas las propuestas de redacción que haya que hacer, 
sean menores o de otras características, deberíamos tenerlas -de ser posible para ustedes- la semana 
que viene, porque eso ayudaría a una definición más rápida de la votación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estamos a las órdenes en lo que respecta a la presencia de asesores, 
porque nos parece que lo más importante es que esto pueda ser puesto en marcha lo antes posible. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


